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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de diciembre de 2021. 

Logistics and Consulting Group, LLC (Logistics) 

solicita que este Tribunal revoque la Sentencia que 

emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo 

(TPI), el 21 de julio de 2021. En esta, el TPI declaró 

ha lugar una Moción Solicitando Sentencia Sumaria que 

presentó el Sr. Javier Dastas Méndez (señor Dastas) y 

desestimó con perjuicio la demanda. El 2 de septiembre 

de 2021, el TPI emitió una Resolución. Declaró con lugar 

una Moción de Reconsideración que presentó el señor 

Dastas y le impuso a Logistics honorarios por temeridad.   

Se confirma la determinación del TPI.  

I. Tracto Procesal 

 El 12 de julio de 2019, Logistics presentó una 

Demanda sobre incumplimiento de contrato y daños 

contractuales al amparo del Art. 1054 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 3018. Alegó que acordó verbalmente con el 
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señor Dastas el desarrollo de una aplicación llamada 

Empower your Area/Empodera tu Área. Sostuvo que, durante 

el desarrollo de la aplicación, continuaron en 

negociaciones para formalizar un acuerdo por escrito, en 

el cual compartieron, aproximadamente, ocho (8) 

versiones del Contrato de Servicios. Alegó, además, que 

luego de que requirió al señor Dastas el desarrollo total 

de la aplicación, este le informó a Logistics que no 

estaba de acuerdo con las distintas versiones del 

contrato de servicios, por lo que optó por su dimisión. 

Presentó una causa de acción por incumplimiento de 

contrato y daños contractuales. Finalmente, solicitó la 

suma de $500,000.00 en concepto de daños y $25,000.00 en 

gastos, costas y honorarios de abogado. 

 El 17 de mayo de 2021, el señor Dastas presentó una 

Moción Solicitando Sentencia Sumaria (Moción de 

Sentencia Sumaria). En síntesis, sostuvo que no existía 

una controversia de hechos en cuanto a que nunca existió 

un contrato válido y legal entre las partes. Argumentó 

que nunca hubo causa por lo cual no concurrieron los 

elementos necesarios para la existencia de un contrato. 

 El 21 de junio de 2021, Logistics presentó una 

Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria (Oposición). 

Alegó que, de los propios hechos en la prueba que citó 

la Moción de Sentencia Sumaria, surgió que el señor 

Dastas realizó ciertos trabajos que nunca entregó a 

Logistics. También arguyó que la decisión del señor 

Dastas de romper las negociaciones y prescindir de la 

entrega del trabajo, le ocasionó daños. 

 El 22 de julio de 2021, el TPI emitió una Sentencia. 

Declaró Ha Lugar la Moción de Sentencia. 
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 El 6 de agosto de 2021, el señor Dastas presentó 

una Moción de Reconsideración. Explicó que estaba de 

acuerdo con la Sentencia, mas solicitó la 

reconsideración en cuanto a su solicitud de honorarios 

de abogado por temeridad, ya que entendió que el TPI no 

la atendió.  

 El 2 de septiembre de 2021, el TPI emitió una 

Resolución que notificó al día siguiente. Declaró Con 

Lugar la Moción de Reconsideración e impuso a Logistics 

el pago de $3,000.00 en concepto de honorarios de 

abogados. 

Inconforme, Logistics presentó una Apelación el 

4 de octubre de 2021. Indicó: 

Erró el [TPI] al dictar sentencia sumaria 

concluyendo que entre las partes no existió 

contrato alguno, la cual fue resuelta 

contrario a derecho. 

 

Erró el [TPI] al emitir Resolución imponiendo 

honorarios por Temeridad a [Logistics]. 

 

El 10 de noviembre de 2021, el señor Dastas presentó 

su Alegato de la Parte Apelada. Con el beneficio de las 

comparecencias, se resuelve. 

II. Marco Legal 

A. Moción de Sentencia Sumaria 

La Regla 36 de las Reglas de Procedimiento Civil 

regula el mecanismo de la sentencia sumaria. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36. Mediante este, una parte puede establecer 

la ausencia de una controversia sustancial que amerite 

dilucidarse en un juicio. Así, el tribunal está en 

posición de aquilatar la prueba y adjudicar las 

controversias que plantean las partes. Rodríguez Méndez, 

et als. v. Laser Eye Surgery Mgmt., 195 DPR 769, 784-785 

(2016); Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, 

194 DPR 209, 224-227 (2015). El propósito principal de 
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este mecanismo procesal es prescindir del juicio en 

aquellos casos civiles en los cuales no existan 

controversias genuinas de hechos materiales. Así se 

materializa una solución justa, rápida y económica en 

los casos. Meléndez v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 109 

(2015); S.L.G. Zapata Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 

414, 430 (2013).  

Quien promueve la resolución sumaria de un caso 

tiene que presentar una moción que esté fundamentada en 

cualquier evidencia (o declaraciones juradas) que 

demuestre la inexistencia de una controversia sustancial 

de hechos relevantes y pertinentes sobre la totalidad o 

parte de la reclamación. 32 LPRA Ap. V, R. 36.1. “Un 

hecho material (relevante) es aquel que puede afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo con el derecho 

sustantivo aplicable”. José A. Cuevas Segarra, Tratado 

de Derecho Procesal Civil, Tomo III, 1041 (Pubs. JTS 

2011). La controversia sobre los hechos esenciales que 

activa la reclamación no puede ser especulativa o 

abstracta, sino real. Entiéndase, de naturaleza tal que 

“permita concluir que existe una controversia real y 

sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes”. 

Meléndez v. M. Cuebas, supra, pág. 110; Ramos Pérez v. 

Univisión de P.R., 178 DPR 200, 213–214 (2010); Nieves 

Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 848 (2010). Es 

decir, la resolución sumaria procede solo cuando surge 

con precisión y claridad que la otra parte no puede 

prevalecer bajo ningún supuesto de hechos y que el 

tribunal tiene a su disposición la prueba necesaria para 

resolver la controversia.  

Al dictar sentencia sumaria, el tribunal debe: 

(a) analizar los documentos que se acompañan con la 

moción que solicita la sentencia sumaria, los que se 
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acompañan con la oposición y aquellos que obren en el 

expediente judicial; y (2) determinar si el oponente 

controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones 

de la demanda que no han sido controvertidas o refutadas 

en forma alguna por los documentos. PFZ Properties, Inc. 

v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 DPR 881, 913–914 (1994). El 

tribunal dictará sentencia sumariamente si los 

documentos presentados demuestran que no hay 

controversia real sustancial en cuanto a algún hecho 

esencial y pertinente y que, como cuestión de derecho, 

procede la petición del promovente.  

En cuanto a la facultad revisora de este Tribunal, 

en Meléndez v. M. Cuebas, supra, el Foro Judicial Máximo 

aclaró el estándar de revisión que se debe utilizar al 

evaluar las denegatorias o concesiones de mociones de 

sentencia sumaria. A saber, a este Tribunal le rigen los 

mismos criterios que al TPI. Por lo cual, este Tribunal 

solo puede considerar los documentos que se presentaron 

ante el TPI y determinar si existe o no alguna 

controversia genuina de hechos pertinentes y esenciales, 

y si el derecho se aplicó de forma correcta. Además, 

este Tribunal debe examinar el expediente de la manera 

más favorable a la parte que se opone a la resolución 

sumaria. Meléndez v. M. Cuebas, supra, pág. 118. La 

revisión de este Tribunal es de novo. Este Tribunal debe 

asegurar que, tanto la solicitud de sentencia sumaria, 

como la oposición correspondiente, cumplen con los 

requisitos de forma que requiere la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra. Además, este Tribunal deberá 

enumerar los hechos que están en controversia y aquellos 

que están incontrovertidos. Finalmente, este Tribunal 

debe revisar si el TPI aplicó correctamente el derecho 
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a los hechos planteados. Meléndez v. M. Cuebas, supra, 

pág. 119. 

B. Perfeccionamiento e interpretación de los contratos 

En nuestro ordenamiento rige la libertad de 

contratación. BPPR v. Sunc. Talavera, 174 DPR 686, 693 

(2008). A razón de ello, las partes pueden establecer 

“los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por 

conveniente, siempre que no sean contrarias a las leyes, 

a la moral, ni al orden público”. Art. 1207 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3372.1 Dichas obligaciones tendrán 

fuerza de ley entre las partes que deben cumplir con las 

mismas. Art. 1044 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2994; 

Rodríguez Ramos v. ELA, 190 DPR 448, 456 (2014). Por lo 

que, un tribunal no puede relevar a una parte de la 

obligación que le impone el contrato, una vez concurren 

las condiciones esenciales para su validez. Asoc. de 

Residentes los Versalles, Inc. v. Los Versalles, SE y 

otros, 194 DPR 258, 267 (2015).  

 Un contrato existe desde que las partes consienten 

a dar alguna cosa, o prestar algún servicio. Art. 1206 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 3371; Unisys Puerto Rico, 

Inc. v. Ramallo Brothers, 128 DPR 842, 852. Para que se 

configure un contrato, deben de concurrir los siguientes 

elementos: objeto, causa y consentimiento. Art. 1213 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3391. Conforme al principio 

de la autonomía de la voluntad, una vez concurren estos 

elementos, "[l]os contratos serán obligatorios, 

cualquiera que sea la forma en que se hayan celebrado[.]" 

Art. 1230 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3451. (Énfasis 

 
1 El nuevo Código Civil de Puerto Rico, Ley Núm. 55 de 1 de junio 

de 2020, entró en vigor el 28 de noviembre de 2020 y derogó el 

Código Civil citado. No obstante, los hechos que originan esta 

controversia tomaron lugar bajo el último, por lo cual es la ley 

que aplica. 
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suplido). Es decir, siempre que el tipo de contrato no 

tenga que cumplir con un requisito adicional de forma, 

como, por ejemplo, que conste por escrito, el mismo será 

válido cuando concurran el objeto, causa y 

consentimiento. Véase, Rodríguez v. ELA, 190 DPR 448 

(2014). Así, los contratos verbales, una vez se 

evidencie su existencia ante el TPI, aplicarán con el 

mismo rigor que un contrato escrito; tendrán fuerza de 

ley entre las partes. Véase, Vila & Hnos., Inc. v. Owens 

III. de PR, 117 DPR 825, 834-836 (1986). 

 El Código Civil dispone que “[l]os contratos sin 

causa, o con causa ilícita, no producen efecto alguno”. 

Art. 1227 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3432. 

 Aunque el Código Civil de Puerto Rico de 1930 no 

provee una definición de la figura de la causa, si nos 

indica a lo que la causa debe corresponder según el tipo 

contractual de que se trate. Rosario Rosado v. Pagán 

Santiago, 196 DPR 180, 189 (2016). A esos efectos, el 

Artículo 1226 del Código Civil nos indica que: 

En los contratos onerosos se entiende por 

causa, para cada parte contratante, la 

prestación o promesa de una cosa o servicio 

por la otra parte; en los remuneratorios, el 

servicio o beneficio que se remunera, y en los 

de pura beneficencia, la mera liberalidad del 

bienhechor. 

 

 Cónsono con lo anterior, García Cardenas indica que 

“[l]a causa se ha equiparado, en muchas ocasiones, a la 

contestación de la interrogante, ¿por qué me obligué?” 

M.E. García Cardenas, Derecho de obligaciones y 

contratos, San Juan, MJ Editores, 2012, pág. 419. 

C. Honorarios de Abogado y Temeridad 

Conforme la Regla 44.1(d) de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, si una parte o su representante legal han 

incurrido en temeridad o frivolidad procede imponerles 
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el pago de una suma de dinero por concepto de honorarios 

de abogado. Se define la temeridad como “las actuaciones 

de una parte que hacen necesario un pleito que se pudo 

evitar o que provocan su indebida prolongación”. Colón 

Santos v. Coop. Seg. Múlt. P.R., 173 DPR 170, pág. 188 

(2008). (Énfasis suplido). Al imponer el pago de los 

honorarios de abogado se persigue “sancionar al 

litigante perdidoso que[,] por su temeridad, 

obstinación, contumacia e insistencia en una actitud 

frívola o desprovista de fundamento, obliga a la otra 

parte a asumir innecesariamente las molestias, gastos, 

el trabajo y las inconveniencias de un pleito”. Quiñones 

v. San Rafael Estates, S.E., 143 DPR 756, pág. 777 

(1997). 

La evaluación de si ha mediado temeridad descansa 

en la sana discreción del tribunal. Torres Montalvo v. 

Gobernador ELA, 194 DPR 760, pág. 790 (2016). Los foros 

apelativos no debemos intervenir con el ejercicio de esa 

discreción, salvo que se demuestre que hubo un craso 

abuso de discreción; que el foro apelado actuó con 

prejuicio o parcialidad; que se equivocó al interpretar 

o aplicar cualquier norma de derecho procesal o 

sustantivo o cuando la suma impuesta resulte excesiva. 

P.R. Oil v. Dayco, 164 DPR 486, pág. 511 (2005).  

A la luz de la normativa citada, se resuelve.  

III. Discusión 

 En síntesis, Logistics sostiene que existe un 

acuerdo entre esta y el señor Dastas. Argumenta que, de 

no haber existido un acuerdo o contrato verbal, el señor 

Dastas no hubiera realizado trabajos conducentes a crear 

la aplicación objeto del contrato. Aun así, admite que 

su intención no era establecer una reclamación al amparo 
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de la doctrina de culpa in contrahendo. No obstante, 

sostiene que el TPI erró al declarar ha lugar la Moción 

de Sentencia Sumaria, y concluir que entre las partes no 

existió un contrato. Añade que el TPI incidió al 

imponerle honorarios por temeridad. Veamos. 

 Ante una solicitud de sentencia sumaria, a este 

Tribunal le rigen los mismos criterios que al TPI a la 

hora de determinar si procese dicho dictamen. Por tanto, 

corresponde realizar un examen de novo. 

 En primer lugar, se debe determinar si se cumplió 

con los requisitos de forma que exige la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra. Este Tribunal concluye que 

el señor Dastas cumplió con tales requisitos. No 

obstante, Logistics presentó una Oposición en la cual no 

hizo una relación concisa y organizada de los hechos que 

--de buena fe-- estimó controvertidos, con indicación a 

los párrafos o a las páginas de declaraciones juradas u 

otra prueba admisible en evidencia. 

 En segundo lugar, este Tribunal determina, a la luz 

de la normativa que rige, que la prueba que acompañó el 

señor Dastas en su Moción de Sentencia Sumaria demostró 

que no existe una controversia sobre hechos materiales 

o sustanciales en cuanto a la inexistencia de un 

contrato. Entiéndase, al tratarse de un asunto de 

derecho estricto, procedía la resolución sumaria de la 

reclamación. 

 En tercer lugar, corresponde examinar si el TPI 

aplicó el derecho correctamente. Veamos. 

 Según las alegaciones en la Demanda, Logistics 

plantea que se encontraba en proceso de negociación con 

el señor Dastas para establecer un contrato de 

servicios. De la prueba que se anejó a la Moción de 
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Sentencia Sumaria, se desprende que el contrato de 

servicios con el señor Dastas nunca se perfeccionó, por 

razón de divergencia de criterios en cuanto a la 

remuneración de los servicios. El récord también 

evidencia admisiones de Logistics, en específico, 

ciertos intercambios de correo electrónico respecto a 

las negociaciones para lograr el contrato y que estas 

seguían en curso.2 Asimismo lo evidencia las 

contestaciones a pliegos de interrogatorios y la 

transcripción de la deposición de 23 de septiembre de 

2021.3  

Como se sabe, un contrato sin causa, al igual que 

un contrato con causa ilícita no produce efecto alguno. 

Art. 1227 del Código Civil, supra. Cónsono con lo 

anterior, este Tribunal no puede concluir que existía un 

contrato entre Logistics y el señor Dastas. Estos nunca 

lograron acordar la remuneración por lo servicios, i.e., 

no se configuró la causa, requisito sin el cual tampoco 

se configura un contrato.  

 No obstante, salta a la vista que la reclamación de 

Logistics se funda en incumplimiento contractual y en 

daños al amparo del Artículo 1054 del Código Civil, 

supra, e, incluso, aduce que no tenía intención alguna 

de establecer una reclamación de culpa in contrahendo. 

Ello sorprende toda vez que de sus propias admisiones 

surge que la negociación del contrato no había 

culminado.  

 Para este Tribunal queda claro que el TPI no erró 

al declarar ha lugar la Moción de Sentencia Sumaria que 

 
2 Apéndice del Alegato de la Parte Apelada, Exhibit 1, pág. 1.  
3 Íd., Exhibit 2, pág. 1, y Exhibit 3 y 4, respectivamente. 
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presentó el señor Dastas; procedía desestimar con 

perjuicio la demanda que presentó Logistics. 

 De igual modo, este Tribunal no encuentra que haya 

mediado un abuso de discreción, prejuicio o parcialidad, 

o error sustancial en la determinación del TPI de 

conceder honorarios de abogado por temeridad. Así, se 

abstiene de intervenir con esta. 

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la 

determinación del TPI.  

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


